Borrador sujeto a revisión

13 de julio de 2009


PROMUEVE ACCIÓN DE AMPARO
Señor Juez:

[_________________], D.N.I. [_________], argentino, por mi propio derecho [ y en representación de mi hijo menor de edad [NOMBRE, DNI], con domicilio real en [___________], constituyendo domicilio procesal en [_____________], conjuntamente con mi letrado patrocinante, el Dr. [_________], abogado inscripto en el T° [__], F° [___], [_____], ante V.S. me presento y respetuosamente digo:


I.- OBJETO

Que vengo a promover acción de amparo contra el [Ministerio de Salud de la Nación] y contra [Obra Social], con domicilio en [__________], en los términos de los artículos 43 de la Constitución Nacional, artículos concordantes de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos (artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional), a los fines de obtener atención médica adecuada, [provisión de medicamentos, elementos descartables, rehabilitación en clínicas, y traslado para los tratamientos]. Todo lo enumerado es de imperiosa necesidad para el tratamiento de la enfermedad que padezco, [____________]. La actual negación de todo lo enumerado constituye una clara violación a los artículos 33 y 42 de la Constitución Nacional, y los artículos 11 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 4 – párrafo primero – del Pacto de San José de Costa Rica, y artículo 12 del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Todo ello en función a los hechos y derechos que seguidamente paso a exponer. 
II.- HECHOS

Tal como acredito con la copia del DNI que acompaño, [soy argentino/ mi hijo/a es argentino], nacido el [__________], teniendo en la actualidad [__] años de edad. Desde el año [___] he sufrido los padecimientos que detallo a continuación, los cuales demuestran de manera evidente el estado crítico en el cual se encuentra mi salud. 
[Relatar situación familiar. Cantidad de hijos/ hermanos que dependen del actor, situación laboral/ escolaridad, medio de vida, si se cuenta con alguna pensión y/o ayuda estatal].

En [fecha] fui internado en el Hospital [____] durante [__] días por un [motivo: síntomas]. Luego de variados y extensos estudios me diagnosticaron [enfermedad]. [relatar cómo se enteró el actor de que padecía la enfermedad]
Luego de [relatar tiempo hospitalizado o tiempo en el que se indicó reposo o se tuvo que hacer tratamiento que impidera retomar el trabajo/escuela] hospitalizado regresé a mi casa, debilitado por los tratamientos que me indicaron en virtud de mi enfermedad [detallar qué limitaciones le produce su nueva condición al actor]. 
[Relatar en detalle todo tipo de terapias efectuadas, en qué instituciones, cuáles eran las especialidades médicas involucradas, en qué fechas, quién pagó por esas terapias o tratamientos y traslados, qué medicamentos fueron recetados, en qué cantidades diarias, costo, cómo se compran esos medicamentos, quién los paga, procedimiento que se debe efectuar para obtener los medicamentos (ej.: reintegro)].
[Relatar cómo evolucionó la prestación de los servicios médicos por parte del Estado/ Obra Social- si es que alguna vez fueron prestados, relatar cómo evolucionó la cobertura de medicamentos y/o terapias especiales. Si también hay falta de movilidad, reclamar también por cobertura de traslados]

[Relatar qué prestaciones no se están cumpliendo, desde hace cuanto tiempo] 
La gravedad de la falta de prestaciones y en la cobertura de medicamentos es sumamente dañino para mí. Me encuentro ante una situación de total indefensión, no teniendo dónde atenderme ni a quién dirigirme, dado que mi [sueldo/ pensión] de $ [____] mensuales no es suficiente para cubrir los gastos de las prestaciones que [el Estado/ la Obra Social] debería proveerme.
Resultará evidente a V.S., considerando mi sueldo, que me es imposible adquirir los medicamentos, tratamientos [y traslados] por otra vía que no sea el [Estado/ la Obra Social]. Y por mi condición de afiliado a dicha cobertura asistencial [o ciudadano de nacionalidad Argentina], tengo derecho a que todas estas prestaciones me sean otorgadas en forma regular. Es por esto que requiero del [Ministerio de Salud y/o la Obra Social] la provisión de los siguientes elementos: a) [enumerar medicamentos recetados, tratamientos, y toda prestación que no se esté cumpliendo]. 

 III.- PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN
La acción de amparo es expedita, rápida y gratuita y procede, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional y los tratados internacionales con jerarquía constitucional. 
Teniendo presente el sustento que brinda el artículo 43 de la Constitución Nacional y el artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, resulta procedente la presente acción de amparo, toda vez que en el presente caso se dan los supuestos sustanciales necesarios: 
1) Existencia de una omisión de autoridad pública: la denegación por parte del [Ministerio de Salud de la Nación/ la Obra Social] de otorgar los medicamentos recetados, así como de brindar los tratamientos indicados y [los traslados a las clínicas para realizar dichos tratamientos]. 
2) Que en forma inminente lesiona y amenaza derechos de raigambre constitucional, como los derechos a la salud y a la vida. 

3) Conculca con ilegalidad y arbitrariedad manifiesta derechos fundamentales y garantías reconocidos por la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales sobre derechos humanos con jerarquía constitucional. 
4) Vía administrativa previa: [CUIDADO: Para reclamos contra autoridades de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires NO es necesario agotar la vía administrativa. Sacar este acápite en esos caso] Mediante la presentación de solicitudes de medicamentos, recetas, notas y numerosas cartas documento se puede dar por agotada la instancia administrativa, atento a que por parte del [Ministerio de Salud/ la Obra  Social] no se ha recibido lo solicitado sino únicamente explicaciones verbales respecto de las omisiones. 
5) Inexistencia de medio judicial más idóneo: atento a la falta de respuesta a los numerosos reclamos presentados ante el [Ministerio de Salud/ la Obra  Social], y considerando la situación planteada, no existe un medio judicial alternativo que sea expedito, rápido y que, garantizando una decisión judicial oportuna, resguarde los derechos fundamentales vulnerados. 

Atento a que la gravedad de la omisión del [Ministerio de Salud/ la Obra  Social] ha comenzado a surtir efectos nocivos en mi salud, y no existiendo otro remedio procesal que en forma inmediata me permita obtener la protección legal de mis derechos y garantías vulneradas, la presente acción resulta procedente. 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha manifestado en favor de la admisibilidad y procedencia del amparo como vía adecuada para la protección efectiva de la salud, entendiendo por tal un valor y derecho fundamental: “El objeto de la acción de amparo es la preservación de la vigencia de los derechos tutelados por la Constitución Nacional”.)
. Así como también que: “Procede la vía procesal del amparo cuando está en juego el derecho a la salud” (Corte Suprema de Justicia de la Pcia. de Mendoza, in re, Fundación Cardiovascular de Mendoza en J. Clínica Sanatorio Mitre S.R.L. c. Asociación de Clínicas y Sanatorios de la Pcia. de Mendoza, Fallos N° 93199133, Reg. 17.851). 
Continuando con esta corriente jurisprudencial, y de manera específica aplicable a este caso, el tribunal superior ha dicho que “La vía del amparo aparece apta, para la tutela inmediata del derecho a la salud, contemplado en nuestra carta Magna, en virtud de la incorporación de los tratados internacionales mencionados en el art. 75, inc. 22….”
 
No escapará al criterio de V.S., que en el caso puesto en su conocimiento la solución al problema (que surge como consecuencia de la inactividad del [Ministerio de Salud de la Nación y/o de la Obra Social]) corresponde sea brindada por la Justicia y debe sin lugar a duda emanar de este remedio procesal, atento encontrarse en juego el derecho a la vida y su correlativo derecho a la salud.
Los derechos a la vida y a la preservación de la salud reconocidos por los arts. 14 bis, 18, 19, 33 y 42 de la Ley Fundamental y los tratados internacionales de jerarquía constitucional, conllevan deberes correlativos que el Estado debe asumir en la organización del servicio sanitario. 

A su vez se debe considerar qué consecuencias traería la utilización de la vía ordinaria, aún en el supuesto de alcanzar una sentencia de primera instancia favorable: un proceso lento que duraría más de lo que podría subsistir sin la debida atención, donde quedaría sin efecto alguno la pretensión procesal. En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación enunció: 
“Que los agravios del apelante justifican su examen en la vía intentada, pues si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios ordinarios para la solución de las controversias (…) su exclusión por la existencia de otros recursos no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencias.”
 
Es decir que el requisito de la inexistencia de otros medios judiciales o administrativos más idóneos se da en el presente caso, dado que no existe otra vía más rápida y eficaz por la cual se pueda reclamar al Estado que cese con su actitud lesiva cuanto antes y de modo tal que los derechos lesionados queden restablecidos a su normal uso y goce. 
Por todo lo recientemente expuesto queda ampliamente probada la legitimación procesal necesaria, y la procedencia del amparo en este caso concreto. 
IV.- DERECHO
Fundo mi derecho en el artículo 33 de la Constitución Nacional, en el derecho a la vida y la obligación del Estado de garantizar la salud de sus ciudadanos [ESTA FRASE ES SÓLO PARA RECLAMOS CONTRA OBRAS SOCIALES: como así también en el artículo 42 de la Constitución Nacional, el cual asegura a los consumidores y usuarios el derecho a la protección de su salud]. 
Lo peticionado se fundamenta también en el Art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, que integra al bloque constitucional argentino a los siguientes de los instrumentos internacionales: artículo 11 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, que establece que: “Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas …  a la asistencia médica”; el artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure la salud y el bienestar, y en especial … la asistencia médica”; el artículo 4°, primer párrafo, del Pacto de San José de Costa Rica: “Toda persona tiene derecho a que se le respete su vida…”; y finalmente el artículo 12 del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: “1- Los estados parte en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 2- Entre las medidas que deberán adoptar los Estados partes en el Pacto a fin de asegurar la efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: (…) c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole y la lucha contra ellas; d) La creación de condiciones que aseguren a todos la asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad”.  
La Constitución Nacional reconoce como derecho implícito (artículo 33), y mediante tratados internacionales, a todos los ciudadanos la facultad de gozar del derecho a la salud. Tal reconocimiento constitucional de los derechos subjetivos tiene como consecuencia que el titular puede exigir su respeto y obediencia por todos los medios legales viables, incluso de manera coercitiva. En este orden de ideas, sostiene el Dr. Ekmekdjan que 
“los derechos son facultades o prerrogativas que la Constitución reconoce a sus titulares, ya sean éstos individuos o grupos sociales. Tales facultades, al recibir la investidura jurídica que implica su reconocimiento constitucional, otorgan al sujeto activo la posibilidad de exigir coactivamente su cumplimiento …
” 
Es decir que el titular de un derecho puede recurrir a la justicia para exigir la observancia de las prerrogativas constitucionalmente establecidas, ya sea por parte de los demás individuos o grupos de personas, ya sea por parte del propio Estado. 

Sin embargo, no escapará al conocimiento de V.S. que hacer uso de la facultad de exigir la protección jurisdiccional de un derecho fundamental como es el derecho a la vida no es suficiente. Ya tiene dicho nuestra Corte Suprema que “El derecho a la vida es el primer derecho de la persona humana que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional” 
, y no debería tener que encontrarse el aquí accionante en la posición de necesitar reclamar el cuidado del derecho fundamental del cual depende el ejercicio de todos los demás derechos y garantías. Debemos entender a la salud como un derecho esencial que se comunica con el derecho a la vida y a la dignidad, y que éstos derechos forman el trípode normativo para el goce de toda otra prerrogativa y por lo tanto, en un estado de derecho, deberían poder gozarse sin inconvenientes.  
Todo ello requiere una serie de recursos e infraestructuras que suministren el servicio a quien lo demande y, sin duda, que tal servicio sea accesible y gratuito en condiciones óptimas para los carecientes de medios con que afrontar el pago de cada prestación. Es el estado quien tiene la obligación de desplegar políticas activas adecuadas a organizar establecimientos y servicios eficientes a disposición del público, de manera que los ciudadanos puedan gozar de manera efectiva de los derechos reconocidos en la Ley Fundamental. 
En este sentido, sostiene el Dr. Bidart Campos que:

 “El derecho a la salud exige, además de la abstención de daño, muchísimas prestaciones favorables que irrogan en determinados sujetos pasivos el deber de dar y de hacer. Piénsese, no más, en las prestaciones estatales y privadas que para la atención de la salud tienen a su cargo los establecimientos del estado (…). Todo ello para dispensar tratamientos de prevención, de asistencia durante la enfermedad, de seguimiento en el período de recuperación y rehabilitación, etc., más – según el caso – la provisión de terapias y medicamentos.”
 
Cabe aquí subrayar con respecto de la negación por parte del [Ministerio de Salud / la Obra Social] de otorgar los medicamentos y los tratamientos que se encuentra obligado a suministrar, que lo que está en juego no es un mero problema de derecho procesal, sino una lisa y llana violación a garantías de raigambre constitucional. 
Siguiendo las palabras del Dr. Ekmekddjian “cualquiera sea el aspecto que se pretenda enfatizar, cada derecho subjetivo es la cobertura jurídica de uno o varios valores”
. Es decir que los derechos subjetivos son un mecanismo para brindar protección jurídica a un valor que, por definición, es un fin en sí mismo. 
Considera el Dr. Ekmekdjan al derecho a la vida como el jerárquicamente superior, el cual encuentra su correlato normativo en el artículo 33 de la Constitución Nacional, artículo que referencia a los derechos implícitos.  Al respecto la Corte Suprema de Justicia de la Nación sostiene que: 
“El derecho a la vida, más que un derecho no enumerado en los términos del art. 33 de la Constitución Nacional, es un derecho implícito, ya que el ejercicio de los derechos reconocidos expresamente requiere necesariamente de él. A su vez, el derecho a la Salud, máxime cuando se trata de enfermedades graves, está íntimamente relacionado con el primero y con el principio de la autonomía personal, toda vez que un individuo gravemente enfermo no está en condiciones de optar libremente por su propio plan de vida – principio de autonomía-.
”. 
En tal sentido sostuvo la Corte Suprema de Justicia de la Nación en fallos: 323:1339, 329:1638 y en la causa “F.,A.C. y otro por sí y en representación de su hijo menor H., L. E. c. Estado Nacional” que: 
“...el derecho a la salud, máxime cuando se trata de enfermedades graves, se encuentra íntimamente relacionado con el derecho a la vida, que está reconocido por la Constitución y por los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22, Constitución Nacional)...el Tribunal ha destacado la obligación impostergable que tiene la autoridad pública de garantizar ese derecho con acciones positivas, sin perjuicio de las obligaciones que deban asumir en su cumplimiento las jurisdicciones locales, las obras sociales o las entidades de la llamada medicina prepaga”. 

Y prosigue: 
“El Estado Nacional ha asumido compromisos internacionales explícitos orientados a promover y facilitar las prestaciones de salud, se extienden a sus subdivisiones políticas y otras entidades públicas que participan de un mismo sistema sanitario…Las obligaciones sanitarias de las autoridades locales no implican desconocer el deber de coordinación con el Estado Nacional —mediante el Ministerio de Salud—, quien debe acudir en forma subsidiaria para no frustrar el derecho a la salud, ya que de otro modo las leyes sancionadas en la materia no dejarían de ser sino enfáticas enumeraciones programáticas vacías de operatividad”

Los derechos implícitos no forman parte de manera expresa del mentado cuerpo normativo, pero se reputan incluidos en el artículo 33, en el cuál el constituyente nos remarca de manera rotunda que los derechos y garantías explícitamente mencionados no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados. Es decir que hay otros derechos y garantías. ¿Cuáles? Los derechos implícitos. 
Sin perjuicio de que a estos derechos se los llame implícitos, basta remitirse al Art. 75 inc. 22 de la Constitución, conforme lo ha entendido reiteradamente la Corte Suprema, para que el derecho a la salud quede expresamente plasmado en nuestra Constitución Nacional, a través de los tratados internacionales sobre derechos humanos con jerarquía constitucional. De hecho, estos derechos al mismo tiempo surgen de la ideología democrática de la Constitución y del valor justicia. Ejemplo de estos derechos que se encuentran amparados en nuestra Ley Suprema, aunque no expresamente enunciados su texto –si bien están consignados en las declaraciones y tratados internacionales de derechos humanos del Art. 75 inc. 22-, son el derecho a la vida, a la integridad física, psíquica y moral, a la dignidad y al honor, y también, a la salud. 
[ESTE PARRAFO SÓLO DEBE QUEDAR EN RECLAMOS ANTE OBRA SOCIAL: En esta línea de pensamiento se encuadra el Dr. Bidart Campos, haciendo alusión directa al derecho de salud: 
“Después de la reforma de 1994, hay normas en la constitución que al referirse a un determinado derecho – como es el de consumidores y usuarios de bienes y servicios en el art. 42 – consignan en relación con él a otro derecho – en el ejemplo del art. 42 el derecho a la protección de la salud – que no figura entre los derechos enumerados; el aspecto parcial del derecho a la salud en la relación de consumo corrobora que el contenido completo del derecho a la salud carece de norma en el catálogo constitucional de derechos, pero el art. 42 ayuda a darlo por comprendido entre los implícitos.”
 ]
Es por esto que el artículo 33 tiene por finalidad evitar que la autoridad pública o los particulares puedan desconocer derechos y garantías esenciales del hombre, del sistema republicano y de la soberanía del pueblo, por el sólo hecho de no estar enumerados formalmente, sea por enunciación imperfecta, por omisión involuntaria, o porque no pudieron ser previstos cuando se sancionó la Constitución. 
Por mi condición de [afiliado a la Obra Social _____/ ciudadano argentino], y a recibir la provisión médica y social integral. Todos los afiliados tenemos derechos a las prestaciones del “Programa Médico Obligatorio”, el cual incluye tanto los medicamentos, como los tratamientos, traslados a clínicas para atenciones médicas e intervenciones quirúrgicas. 
En mi condición de paciente oncológico, necesito la cobertura médica tanto para los medicamentos, como para la atención profesional, los tratamientos y [los traslados los lugares que realizan tratamientos]. 
Siendo el Ministerio de Salud de la Nación [(a través de la Obra Social si fuere alguna de las prestadoras estatales como PROFE, IOMA; PAMI] el obligado a cubrir todos los tratamientos que necesito, así como los medicamentos y provisión de elementos descartables y traslados, estos hechos y la normativa citada demuestran un total desapego al cumplimiento del orden constitucional, y consecuentemente una absoluta indiferencia con relación al deber impostergable que tienen el Gobierno de la Nación Argentina y las instituciones en el que el mismo delegare dicha obligación, de proteger y promover la salud de la población. 


V.- MEDIDA CAUTELAR
Con fundados motivos para temer que durante el tiempo anterior al reconocimiento judicial requerido sufra un perjuicio inminente e irreparable, es que solicito se me conceda una medida cautelar innovativa, tendiente a modificar la situación de hecho existente y a fin de resguardar mis derechos. 
De acuerdo a la doctrina “La medida cautelar innovativa es procedente en aquellos casos en que el juez debe pronunciarse con urgencia antes de la sentencia definitiva, ordenando el cumplimiento inmediato de su mandato tonel propósito de impedir un gravamen irreparable.” (Fenochietto – Arazi, “Código Procesal Civil y Comercial”, T. I, pág. 742.) 

Tiene dicho la jurisprudencia que “la denominada medida cautelar innovativa, por su finalidad, tiende a variar el estado de una situación de hecho existente al momento de iniciarse el juicio” (CNCiv. Sala E, in re, Cuadrelli, Enrique C. c. Federación Metropolitana de Bowling, LL 1986-A, 83), lo cual es justamente lo que se pretende en esta situación: que se modifique la situación de hecho en la cual me encuentro y se dictamine el cese de esta omisión arbitraria e ilegítima del [Ministerio de Salud de la Nación y/o la Obra Social] concediéndose las medidas necesarias para mantener a salvo mi salud. 
Comparten este criterio nuestros tribunales, al decir que “las medidas cautelares, atendiendo a su objeto, resultado, a la manera en la cual se toman y a sus características peculiares, son actos procesales del órgano jurisdiccional adoptados en el curso de un proceso de cualquier tipo o previamente a él, a pedido de interesados o de oficio, para asegurar bienes (…) o satisfacción de necesidades urgentes; como un anticipo que puede o no ser definitivo, de la garantía jurisdiccional de la defensa de la persona (…)”
 
Por tratarse de una medida cautelar deben reunirse, para que la misma sea concedida, tres requisitos fundamentales, los cuales se encuentran debidamente acreditados: 
Verosimilitud en el derecho; por cuanto los hechos y argumentos anteriormente relatados muestran prima facie la consistencia jurídica del presente reclamo, atento el incumplimiento por parte de la autoridad de aplicación de las obligaciones que se encuentran a su cargo; 

Peligro en la demora; por cuanto de acuerdo a las circunstancias descriptas resulta evidente que el gravamen que sufro como consecuencia de la omisiones de [la Obra Social / el Ministerio de Salud] pueden llegar a tornarse de imposible reparación, ya que lo que se encuentra aquí comprometido es mi salud e integridad física, psíquica y moral; y 

Contracautela; a cuyos efectos ofrezco caución juratoria, que ratifico en el presente acto, en tanto la verosimilitud de mi derecho resulta manifiesta. En este sentido, la jurisprudencia ha sostenido que: “… a mayor certeza del derecho alegado, menos es la contracautela exigida al peticionario de la medida y viceversa: principio, implícitamente recogido entre las facultades del juez para graduar la caución”

Al respecto ha dicho la Corte Suprema que: 
“(…) la naturaleza de las medidas cautelares ellas no exigen el examen de la certeza sobre la existencia del derecho pretendido, sino sólo de su verosimilitud. Es más el juicio de verdad en esta materia se encuentra en oposición a la finalidad del instituto cautelar que no es otra cosa que atender a aquello que no excede el marco de lo hipotético, dentro del cual, asimismo, agota su virtualidad”. 

Y tribunales inferiores han reconocido en situaciones fácticas similares a la del aquí accionante que: 
“es preciso entonces proveer una ágil solución a la demandante, que sólo puede lograrse mediante el otorgamiento de la medida cautelar requerida dentro de esta acción de amparo. Adoptar la solución contraria, esto es, confirmar la desestimación liminar de la petición precautoria, podría generarle efectos perniciosos e irreparables; pues es sabido que la desatención y reanudación del mencionado tratamiento, en forma tardía, podría reducir o eliminar los efectos perseguidos con el mismo. Todo lo cual es suficiente para reputar demostrado el peligro en la demora.”
 
Debe tener en cuenta V.S., que el objetivo de las medidas cautelares es evitar que la tutela jurídica definitiva que el accionante aguarda en el proceso principal no pueda en los hechos realizarse, atento a que quizás por la demora de una sentencia final se torne inaplicable la solución entonces otorgada. Es con este mismo objetivo que justifican los Dres. Finochietto y Arazi la esencia misma de las medidas cautelares: “… se trata de evitar que el pronunciamiento judicial, reconociendo el derecho del peticionante, llegue demasiado tarde y no pueda cumplirse el mandato”
. 
Por lo tanto, atento la gravedad de la situación solicito el dictado de esta medida cautelar innovativa, incluida entre las medidas cautelares genéricas admitidas por los Códigos Procesales, y en un todo de acuerdo con la jurisprudencia vigente: 
“En efecto, toda vez que se encuentra en juego el derecho a la salud, de rango constitucional (…), no es irrazonable pretender que, hasta que se decida la cuestión de fondo, se ordene a la demandada que arbitre los medios necesarios para brindar a M. I. P. un tratamiento de (…). Además, el peligro en la demora se configura no sólo por la propia situación en que se encuentra la solicitante, en tanto se traduce en un estado de incertidumbre relacionado con los derechos que le asisten de tener el debido respaldo médico asistencial, que merece ser protegido preventivamente hasta el momento en que se dicte la sentencia definitiva, sino por la necesidad de una urgente atención de las dolencias que padece.”
 

De los hechos relatados precedentemente se infieren claramente los perjuicios físicos y psíquicos que me ocasiona la situación que estoy viviendo, así como de la verosimilitud de los hechos invocados surge la imperiosa aplicación de las disposiciones constitucionales aplicables, por lo cual solicito a V.S. se me otorguen de manera provisoria, con carácter de medida cautelar, [el suministro de los mencionados medicamentos, tratamientos y traslados recetados: ACLARAR EXPRESAMENTE LA LISTA DE MEDICAMENTOS O PRESTACIONES RECLAMADAS POR ESTA VIA].
VI.- COMPETENCIA
V.S. es competente para entender en la presente acción de amparo en razón de la materia y en razón de la persona.

La competencia del fuero contencioso-administrativo se define “por la materia en debate, por su contenido jurídico y por el derecho que se intenta hacer valer, esto es, por la subsunción del caso al derecho administrativo […] En suma, debe estarse siempre a las normas sustantivas que aparecen aplicables para resolver el fondo del litigio”
 .

[RECORDAR QUE ESTE MODELO ES PARA LA JUSTICIA NACIONAL: Adicionalmente, V.S. también resulta competente en razón de la persona, toda vez que el amparo está dirigido contra el Ministerio Salud  de la Nación, órgano dependiente del Poder Ejecutivo Nacional.

En razón de lo expuesto, y con fundamento en lo previsto por de la Ley Nº 13.998 y por artículo 116 de la Constitución Nacional, se encuentra debidamente acreditada la competencia de V.S..]
[Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 16.986 resulta competente el juez del lugar donde el acto se exteriorice o pudiere tener efecto. Dado que en este caso la negación de dar cobertura ha sido exteriorizada de hecho por las autoridades nacionales con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y que, el domicilio social del Ministerio de Salud [y de la Obra Social ] es claro que son competentes los jueces del Fuero Contencioso Administrativo Federal de la Capital Federal.]
VII.- CASO FEDERAL 

Se formula expresa reserva del caso federal para el supuesto improbable de que las instancias ordinarias no acogieran la acción deducida formal o sustancialmente, conforme a las prescripciones del artículo 14 de la Ley 48, a fin de articular oportunamente el recurso extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por violación de los preceptos constitucionales individualizados en esta presentación. 
VIII.- TASA DE JUSTICIA.-

Que se deja expresa constancia que la presente acción de amparo se encuentra exenta del tributo de la tasa de justicia en los términos del inciso b) del artículo 13 de la ley 23.898.
IX.- AUTORIZACIONES.-
Autorizo a _________, todos ellos en forma indistinta, a consultar las actuaciones, retirar copias, diligenciar cédulas y/u oficios  -aún los librados conforme a la Ley 22.172 - tomar fotocopias y/o practicar desgloses que se ordenen en autos, suscribiendo los recibos del caso, dejar nota conforme nueva legislación y cuanto acto más sea necesario a los efectos de controlar el estado del juicio hasta su total culminación
X.- PRUEBA.-

Documental:
1) Fotocopia de mi DNI

2) Fotocopia de [credencial de la Obra Social/ Número de beneficiario]

3) Copia de [recibo de sueldo/ recibo de pensión/ certificado de escolaridad]
4) [SI ES UN MENOR EN EDAD ESCOLAR ACOMPAÑAR NOTA DEL COLEGIO MANIFESTANDO HASTA QUÉ FECHA EL NIÑO FUE ALUMNO REGULAR, BREVE RELATO] Copia de la nota efectuada por la Sra. [___], directora de la Escuela N° [____] de [____]

5) Copia de estudio [análisis de sangre, resonancia, tomografía, etc que ACREDITE LA ENFERMEDAD] de fecha [__], con informe firmado por el Dr. [__] que diagnostica [___];

6) Copia de la receta de [X MEDICAMENTO: nombre genérico de la droga y del medicamento, si se tienen datos del laboratorio agregar ], de fecha [X] firmada por el Dr. [____] matrícula nacional N°[___]

7) Copia de [reclamos ante autoridad administrativa: notas al Ministerio de Salud/ la Obra Social]

Informativa:

1) Se libre oficio al Hospital [_____] a fin de que remitan copia de mi historia Clínica.

2) Se libre oficio a la [Obra Social _____] para que informe que prestaciones ha brindado y con qué continuidad. 

XI.- PETITORIO.-


Por todo lo hasta aquí expuesto, a V.S. solicito: 
· Me tenga por presentado en el carácter invocado, parte y constituído el domicilio procesal en el indicado; 
· Se tenga por promovida la presente acción de amparo en los términos y fundamentos expuestos; 
· Se decrete la medida cautelar solicitada y se ordene a la [Obra Social/ Ministerio de Salud] la provisión de medicamentos, la prestación de los tratamientos y los traslados solicitados.

· Se tenga por agregada la prueba ofrecida; 
· Se tengan presentes las autorizaciones conferidas y la Reserva del Caso Federal efectuada; 
· Oportunamente, se haga lugar a la presente acción en todas sus partes con los alcances solicitados, con expresa imposición de costos y costas a los accionados. 





Proveer de conformidad,

  
                                          
SERA JUSTICIA

� Corte Suprema de Justicia de la Nación  “O. S. B. c. Provincia de Buenos Aires y otros”.
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